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Poder Judicial - Departamento de  Planificación

San José -  Costa Rica

Telf.   2295-3600 – 2295-3601 /  Fax. 2257-5633   / Apdo.  95-1003  / depto_planificacion@Poder-Judicial.go.cr

53-PLA-2014

21  de enero  de 2014

Licenciada

Silvia Navarro Romanini

Secretaría General de la Corte

Estimada señora:

En atención a la circular DGPN-SD-0297-2013 del 12 de diciembre de 2013, suscrita por el licenciado Fabián David Quirós Álvarez, Subdirector General de Presupuesto Nacional, mediante la cual solicita el “Informe de evaluación anual  de la Gestión Presupuestaria 2013”, hago traslado del informe Nº 1-CE-2014 de hoy, suscrito por el Máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe de la Sección de Control y Evaluación. 

La información concerniente a la ejecución presupuestaria fue suministrada por la Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante oficio Nº 011-P-2014 del 13 de enero de 2014 y la información correspondiente a  los indicadores de los programas presupuestarios fue suministrada por las personas que figuran como responsables de cada  programa.  
Para cumplir con el plazo estipulado, este informe debe ser conocido por el Consejo Superior, previo a ser remitido al Ministerio de Hacienda antes del 31 de enero del 2014; asimismo, se debe enviar copia a la Contraloría General de la República, como se ha realizado en ocasiones anteriores.
Atentamente, 

Marta Asch Corrales, Directora

Departamento de Planificación

Copia: Archivo
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                                                                                                                          1-CE-2014

21 de enero  de 2014

Máster
Marta Asch Corrales,  Directora
Departamento de Planificación 

Estimada señora:

En atención a la circular DGPN-SD-0297-2013 del 12 de diciembre de 2013, suscrita por el licenciado Fabián David Quirós Álvarez, Subdirector General de Presupuesto Nacional,  donde solicita el “Informe de evaluación anual de la Gestión Presupuestaria 2013”; le remito el resultado del seguimiento realizado a los programas presupuestarios del Título 301 “Poder Judicial” (
), incorporados en los formularios suministrados por la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda para este fin, con corte al 31 de diciembre  del 2013, según se detalla a continuación. 

927: Servicio Jurisdiccional.

930: Defensa Pública. 

932: Servicio de Justicia de Tránsito.

943:
Segunda Etapa Programa Modernización Administración de Justicia, Unidad Ejecutora Proyecto CORTE-BID.

950: Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.

De acuerdo con la información recabada, en los programas presupuestarios del Título 301: Poder Judicial,  se observan esfuerzos por brindar un mejor servicio a las personas usuarias.

Como se ha manifestado en anteriores ejercicios, los datos  referidos a la estimación de “Costos por Indicador”, son un esfuerzo por ofrecer información  sobre cada caso en particular; se debe aclarar que las cifras son estimadas.

Atentamente,

Máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe

Sección de Control y Evaluación

Copia: Archivo

REF.- 1839-13
EMJ/amc

PODER JUDICIAL DE COSTA RICA

INFORME DE SEGUIMIENTO ANUAL  2013

1.- Misión del Poder Judicial. 
  “Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo requieran”.

2.- Principales  logros institucionales.

Si bien en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio presupuestario  2013, no aparecen objetivos institucionales sobre  los cuales se deba informar; sí interesa destacar, aspectos institucionales que, entre otros, se han venido desarrollando,  en procura de brindar un mejor servicio a las personas usuarias.  Entre los que destacan  los siguientes.

· Sistema de Registro de Agresores.

Este sistema se desarrolló entre otros objetivos, para aportar información a las funcionarias y funcionarios judiciales que aplican la Ley contra la Violencia Doméstica para que puedan actuar con mayor celeridad. Este registro nace por imperativo legal, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 7586 del 10-4-96, reformada por Ley 8925 del 3-3-11 (Ley contra la Violencia Doméstica).
“…Será obligación del Poder Judicial crear un registro con los nombres y la información de las personas a las que se les haya impuesto medidas de protección; para ello, los despachos que conocen la materia estarán obligados a enviar al registro copia de las resoluciones que ordenen, modifiquen o cesen las medidas de protección.

El registro deberá ser consultado, necesariamente, por la jueza o el juez que deba resolver un asunto puesto en su conocimiento y que guarde relación con los hechos registrados.

La información contenida en este registro será confidencial y de uso exclusivo del Poder Judicial. Los asientos contenidos en este registro se cancelarán definitivamente en un plazo de cinco años, contado a partir de la última resolución comunicada.

Cuando se trate de presuntas personas agresoras menores de edad, el registro no podrá contener fotografías de ellas; toda la información registrada deberá ser utilizada con respeto de la normativa que tutela los derechos de las personas menores de edad.”

Este sistema es un mecanismo para verificar información de las personas agresoras; de esta forma las juezas y  jueces que tramitan la materia de Violencia Doméstica, pueden consultar si a una determinada persona, se le ha impuesto alguna medida de protección y tomarlo en cuenta para valorar el riesgo de la víctima. También, se pueden verificar la información que aportan las personas agresoras al proceso, dar seguimiento a casos graves y analizar datos para el diseño de estrategias institucionales para el seguimiento de las medidas de protección, tema que en la actualidad es de suma importancia para evitar, entre otros,  agresiones y muertes de víctimas.

· Firma de Convenios que Agilizan Trámites de Servicios Judiciales.

El 21 de junio de 2013, la señora  Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, Zarela Villanueva Monge, firmó cuatro convenios y una carta de entendimiento con el Ministerio de Justicia y Paz, en procura de agilizar el trámite de varios servicios judiciales, así como fomentar la cooperación interinstitucional en temas relacionados con el Programa de Justicia Restaurativa.


Esto se logró gracias a la firma de la “Carta de intenciones entre el Poder Judicial, el Ministerio de Justicia y Paz y el Programa de Justicia Restaurativa”, así mismo el “Convenio de permiso de uso para el suministro y utilización a través del portal digital de los servicios derivados de las bases de datos del Registro Nacional.”

De igual manera, se firmó el “Convenio de cooperación institucional entre el Poder Judicial y la Junta Administrativa del Registro Nacional de Costa Rica para facilitar el acceso a la base, datos del registro de personas jurídicas, bienes inmuebles y bienes muebles del Registro Nacional” y dos más denominados “Convenio de cooperación interinstitucional Poder Judicial - Ministerio de Justicia y Paz”. 

Estos convenios en palabras de la señora Presidenta de la Corte Suprema de Justicia tienen un gran significado para la Administración de Justicia. La agilización y el acceso a información con otras instituciones del Estado han sido una constante preocupación y necesidad, para  permitir mayor celeridad en los procesos y lograr una justicia oportuna.

· Acceso a la Justicia y Participación Ciudadana en el Poder Judicial.
Por acuerdo entre la Corte Suprema de Justicia y la Secretaría General de la Organización de los Estados Unidos Americanos  se implementó el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora Mora”. 

Este servicio está orientado a promover la participación ciudadana, una cultura de paz y de justicia restaurativa, dado que personas líderes de la comunidad, actúan como facilitadoras o facilitadores judiciales para colaborar con las personas usuarias en el acceso a los órganos del sistema de justicia, prevenir conflictos e impulsar la cultura cívica jurídica.

El Servicio de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales es un programa que tiene como finalidad acercar el servicio público de justicia a las comunidades; la designación de estas personas lo realizan los y las vecinas de las comunidades, escogiendo entre ellas y ellos a la persona que tenga mayor respeto, capacidad de liderazgo, entre otros.

Ahora bien, al resolverse conflictos en las comunidades, antes que ingresen a la “corriente judicial”, indirectamente permitirá que los asuntos que se encuentran en trámite judicial, puedan salir con mayor rapidez ante la expectativa de que  ingresará un número menor de causas.  

Hasta finales del 2013 el Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales se desarrolló en dos circuitos judiciales, a saber: II Circuito Judicial de Limón y II Circuito Judicial de Alajuela, para un total de siete cantones y un distrito. Al 16 de diciembre del 2013 se contaba con un total de 41 en la Zona Atlántica y 46 personas facilitadoras en la Zona Norte, como puede observar en la tabla siguiente:

	Tabla N°1

Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales

	

	Circuito
	Despacho
	Cantidad
	Mujeres
	Hombres

	II Circuito Judicial de Limón
	Juzgado Contravencional de Pococí
	10
	3
	7

	
	Juzgado Contravencional de Guácimo
	19
	7
	12

	
	Juzgado Contravencional de Siquirres
	12
	4
	8

	Total
	41
	14
	27


	Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales

	Circuito
	Despacho
	Cantidad
	Mujeres
	Hombres

	II Circuito Judicial de Alajuela
	Juzgado Contravencional de San Carlos
	11
	5
	6

	
	Juzgado Contravencional de Los Chiles
	4
	1
	3

	
	Juzgado Contravencional de La Fortuna
	7
	2
	5

	
	Juzgado Contravencional de Guatuso
	13
	5
	8

	
	Juzgado Contravencional de Upala
	11
	3
	8

	Total 
	46
	16
	30


Fuente: Información facilitada por el Personal de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Jusiticia (CONAMAJ).

A partir de enero del 2014 se amplía la implementación del Servicios al Circuito Judicial de Puntarenas y al Cantón de Sarapiquí del Circuito Judicial de Heredia;  los nombramientos de personas facilitadoras en estas zonas iniciará a partir de abril 2014.

· Desarrollo del Circuito Oral y Electrónico.

Desde finales del año anterior, personal del Departamento de Planificación,  Ministerio Público, Defensa Pública, Dirección de Tecnología de Información y Programa de Moderna Gestión, se avocaron al  desarrollo del proyecto denominado "Rediseño de Procesos del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) a través de nuevas tecnologías y moderna gestión"; con el objetivo de “Mejorar el servicio público de administración de justicia que se ofrece a las personas usuarias en el Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) a través de cambio en los procesos de trabajo, la organización,  la aplicación de moderna gestión y nuevas tecnologías, de forma sostenible y accesible”.  Al finalizar el 2013, los resultados obtenidos dan cuenta de que el servicio brindado por los despachos y oficinas judiciales de este circuito, han permitido un servicio accesible, eficiente, ágil y equitativo. 

 En este sentido la señora Presidenta del Poder Judicial manifestó lo siguiente: 

“Tenemos el convencimiento de que la justicia moderna, debe abandonar viejos esquemas y saber escuchar a la ciudadanía a la hora de construir las políticas públicas de la justicia. He sido una fiel convencida de que la justicia debe estar en función de y para la persona y ello sólo es posible y auténtico si se da una comunicación y retroalimentación permanente”. 

Durante el 2013 los despachos rediseñados bajo la modalidad de Tribunales Electrónicos en el Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) fueron los siguientes:

· Juzgado Agrario

· Juzgado Civil Y Trabajo

· Juzgado Civil, Cobros y Laboral - Menor Cuantía

· Centro Conciliación

· Oficina de Atención y Protección a la Victima

· Fiscalía Adjunta de San Carlos 

· Defensa Pública 

· Tribunal de Juicio

· Juzgado Penal

· Juzgado Contravencional y de Pensiones

· Juzgado de Familia y Penal Juvenil

· Juzgado Contra la Violencia Doméstica

· Juzgado Tránsito de San Carlos

Adicionalmente, se desarrollaron otros proyectos, entre ellos: 

· Implantación de Juzgados penales, Tribunales Penales y Fiscalías, con proceso electrónico en:

· Tribunal Penal de Pérez Zeledón, se habilitó la parte civil para recibir las Apelaciones que ingresan del Juzgado de Cobros.

· Fiscalía de Flagrancias de Pérez Zeledón

· Tribunal de Flagrancias de Pérez Zeledón

· Implantación de Juzgado de Pensiones, con proceso electrónico en:

· Juzgado Pensiones Oral Vespertino de San Ramón

· Primer  Circuito Judicial de San José 

· Juzgado de Pensiones de Limón

· Juzgado de Pensiones de Cartago

· Centro de Gestión de la Calidad.

Como parte del proceso de acreditación de la calidad del servicio en  los despachos y oficinas judiciales, el Centro de Gestión de la Calidad, en 2013, desarrolló el Primer  Taller de validación de la Versión 2.0  Segunda de la Norma Gica-Justicia: Organización del Despacho Judicial, lo cual permitirá contar con una norma más actualizada para acreditar las dependencias judiciales.  Por la cual poderes judiciales de países vecinos, han mostrado gran interés por adoptarla.  

Como parte del avance en el sistema de acreditación de despachos y oficinas ya se tiene el borrador de la norma GICA-Justicia: Policía Judicial, el cual se presentó en una reunión celebrada el 17 de setiembre 2013, en la que participó el Coordinador de la Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia, Magistrado Rolando Vega Robert y el Director del Organismo de Investigación Judicial, Francisco Segura Montero.

Durante la presentación, el Magistrado Vega Robert explicó que la redacción de esta norma se desarrolló bajo parámetros propios de la Policía Judicial, tomando en cuenta sus necesidades, ideas, propuestas y reflexiones, en aras de dar a las personas usuarias un servicio público de calidad.

La elaboración de esta Norma se realizó por medio de un equipo que representaba las diferentes áreas que conforman el OIJ y se contó con la asesoría técnica del  Centro de Gestión de la Calidad (CEGECA).

Este borrador viene a conformar un integrante más de la Familia de Normas GICA-Justicia, uniéndose a las Normas ya redactadas como lo son la de Organización del Despacho Judicial, Organización de la Oficina Administrativa y Organización de la Defensa Pública, todo en relación con la política institucional relacionada con la Gestión de la Calidad.

· Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017 

La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.  Este plan se traducirá en beneficios directas para las personas usuarios de los servicios del Poder Judicial con alguna vulnerabilidad.

· Réplica de  Modelo en la Atención de Pensiones Alimentarias
Con la idea de dar una mejor atención en temas sociales, es que se viene trabajando en el desarrollo de despachos modelos que atienden la materia de Pensiones Alimentarías.  En su momento, se inició con el Juzgado especializado del Primer Circuito Judicial de Alajuela, que en  2011 se extendió al Segundo Circuito Judicial de San José, en  2012 a los despachos de Heredia y Desamparados y en el 2013 al  Primer Circuito Judicial de San José.

A finales del 2013, este modelo de despacho se instauró en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, dando los resultados que se han obtenido en los lugares donde ya funcionan.  Esto se convierte en una mejora sustancial para la población usuaria y lo interesante de este caso en particular es que está ubicado fuera de la Meseta Central de país. 

El continuar con la implantación de este tipo de despacho, es un objetivo que tiene  la Corte Plena, por cuanto se atiende a una población que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad como las niñas, niños, mujeres y personas adultas mayores acreedores de alimentos. 

· Integración de Servicios para la  Atención de Víctimas  de Violencia Doméstica
Otro proyecto que se continuó  es  la “Plataforma Integral de Servicios de Atención a las Víctimas (PISAV)” desarrollado en la localidad de Pavas donde la persona usuaria recibe los diferentes servicios relacionados con estos casos, en un mismo lugar sin necesidad de desplazarse a otros despachos y oficinas judiciales especializados.
El proyecto de la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), nació como un Plan Piloto en función del marco de la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana, cuando el Poder Judicial Costarricense consideró importante impulsar el desarrollo de un proyecto dirigido a fortalecer la confianza de la ciudadanía en el sistema judicial a través de acciones que garanticen el respeto a los derechos de las personas víctimas de delitos.
En ese sentido, el proyecto se considera de interés institucional, cuyo objetivo pretende minimizar el impacto emocional, personal y del entorno que sufren las personas víctimas del delito.  La idea fundamental fue analizar la estructura interna de la administración de justicia, para reunir los servicios necesarios en este tema y centralizarlos, para  evitar la repetición de actuaciones (revictimización) y propiciar una tramitación expedita y oportuna.

En concordancia con lo anterior, al Proyecto PISAV se asignó  todos los elementos que permiten el abordaje  integral tanto en la parte jurisdiccional, como atención médica, psicológica y  mecanismos de protección, para  las personas  víctimas en esta materia.

· Proyecto de Justicia Restaurativa

El Proyecto de Justicia Restaurativa, inicio en el Distrito de Pavas, es un proyecto novedoso no solo para el Poder Judicial sino para la misma población usuaria,  que ha sido  incorporada en la búsqueda de soluciones a los conflictos. Los resultados hasta el momento indican que se han brindado 11106 horas en servicio comunal, 733 horas en intervenciones socioeducativas, tres meses de internamiento a personas con consumo de sustancias psicoactivas y 32 horas de intervenciones psicoterapéuticas y se han donado: ¢ 6.858.000 canalizado a organizaciones de bienestar social. 

Además de lo anterior, se han establecido redes de apoyo con participación de 123 instituciones (privadas y públicas) lo que considera de buen suceso porque estas instituciones participan en la solución de conflictos entres las partes (persona imputada y víctima), ofreciendo un espacio al interno de la organización para que la persona imputada pueda realizar un trabajo comunitario como repara del daño causado a la víctima. 

Debido a estos resultados,  el Programa de Justicia Restaurativa, será replicado en el 2014  en la zona de San Joaquín de Flores para que atienda las jurisdicciones de Alajuela y Heredia. 

· Equipos de Respuesta Rápida para Víctimas de Violación Sexual


Este Proyecto es una alianza entre el Poder Judicial y la Caja Costarricense del Seguro Social, el cual promueve la implementación de servicios desconcentrados, interinstitucionales y transdiciplinarios, con el objetivo de dar atención interdisciplinaria, integral y oportuna a las personas víctimas de violación sexual en las primeras 72 horas de ocurrida el delito y, de esta manera, evitar la revictimización, disminuir la probabilidad de infección por el Virus de Inmunodeficiencia Humana ( VIH) y Enfermedades de Transmisión Sexual (ITS), así como obtener las evidencias legales necesarias, en procura de garantizar los derechos de las personas usuarias.   

Al respecto la señora Presidenta de la Corte, Zarella Villanueva Monge, en la reunión que se realizó el 13 de noviembre de 2013 en el Salón de Expresidentes de la Corte, manifestó sentirse muy complacida con la implementación de este proyecto, el cual dará a las víctimas de violación una atención integral, evitando la revictimización.  Al respecto indicó: “Cuando se quiere se puede y agradezco la voluntad que han puesto todas las personas que de una u otra forma han participado en el proyecto, el cual es un trabajo que lleva más de un año”.
Por su parte la Licda Jeannette Arias Meza,  Jefa de la Secretaría Técnica de Género, explicó en la citada reunión que este servicio establece que en el momento en que la persona víctima de abuso sexual ingresa a los servicios de emergencias de los hospitales nacionales participantes, se activa la atención conjunta entre el médico clínico, el médico perito legal y el seguimiento psicosocial de la persona afectada.


Asimismo, explicó que otra de las ventajas que se da, es que se evita el traslado de la víctima a San Joaquín de Flores.

También detalló que se mejora la recolección de la prueba, respetando la cadena de custodia para el proceso penal, disminuyendo por consiguiente la impunidad.


El liderazgo de este proceso se encomendó a la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial y a la Unidad de Prevención y Control del VIH-Sida/ITS de la CCSS, instancias que lograron la conformación de un equipo interdisciplinario del siguiente modo:


Poder Judicial:

Ministerio Público

Policía Judicial

Departamento de Medicina Legal

Departamento de Ciencias Forenses

Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial

Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos 

Caja Costarricense de Seguro Social:

Hospitales San Juan de Dios, Max Peralta de Cartago, Monseñor Sanabria de Puntarenas, Enrique Baltodano de Liberia y el Hospital Nacional de Niños.
Servicios de Emergencias

Servicios de Trabajo Social

Servicios de Farmacia

Servicios de Laboratorio

· Feria de la Persona Usuaria

Como parte de los esfuerzos que realiza el Poder Judicial para acercarse a la comunidad judicial en la  semana del 9 al 13 de setiembre de 2013, en los Tribunales de Justicia de Grecia se realizó la Feria de las personas usuarias 2013, con el objetivo de que las personas que viven en ese cantón conocieran sobre la estructura y funcionamiento de los diferentes despachos de la zona. 

La feria fue organizada por el Consejo de Administración de Grecia y la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, actividad que permitió la colaboración de todos los despachos, tal es el caso del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Juzgado Penal, Tribunal de Juicio, Defensa Pública, Juzgado de Tránsito, Juzgado de Cobro, Jugado Contravencional y de Menor Cuantía, Trabajo Social y Psicología, Juzgado de Familia, Juzgado Penal Juvenil y Violencia Doméstica y el Juzgado Civil y de Mayor Cuantía.

· Moderna Gestión en Despachos Judiciales

Con el objetivo de dar acceso al expediente electrónico en tiempo real (en línea) se desarrolló el Sistema Gestión en Línea,  el cual  permite a las personas usuarias acceder a las causas en las cuales son parte, por medio de su número de identificación y una clave de acceso. Este servicio se puede instalar tanto en los despachos electrónicos, donde la persona usuaria tendrá acceso a la carpeta (documentos presentados, documentos generados por el Despacho, datos estructurados de las causas, et.), o bien, en despachos donde se utilice el Sistema de Gestión y que sean orales o escritos, en estos casos las partes tendrán acceso a los datos estructurados de la causa y a todos los documentos y elementos multimedia generados por el despacho.  Para la instalación de este servicio es necesario contar en el circuito o despacho con las condiciones de conectividad con la sede central donde se ubica el sitio Web.

El Sistema de Gestión en Línea en su modalidad de consulta que permite la identificación de la persona que se autentica ante la página y le brinda información personalizada sobre sus causas judiciales tramitadas en cualquier despacho judicial del país, notificaciones realizadas en los casos en los cuales figura como parte, agenda propia de señalamientos realizados por los despachos judiciales, agenda de los despachos, entre otras informaciones. 

Este servicio provee además de opciones que permiten la presentación de demandas y escritos por Internet a los despachos judiciales electrónicos, y provee de facilidades especiales de creación y administración de plantillas para las “grandes instituciones usuarias”.

Durante el 2013 se realizan una serie de mejoras y se incorporan nuevas funcionalidades a este sistema, de igual forma se corrigen la mayor parte de los errores sobre funcionamiento que se detectan a noviembre del 2013.

· Se logra optimizar tanto el envío de demandas como de escritos.

· Se permite  mostrar u ocultar los datos de los representantes del interviniente.

· Permite hacer consultas entre despachos, incluso por despachos de una misma materia.

· Se habilita la posibilidad de enviar el cambio de contraseña por correo.

· Ajustar el servicio de recepción de infracciones, en virtud que se cambió la forma de envío por parte de COSEVI.

· Permite enviar escritos en forma masiva.

· Permite consultas del buzón de notificaciones, por Circuito y Despacho.

· Se crea un registro en la bitácora por cada inserción que se realice en la base de datos.

· Se lleva un histórico cuando se registra una demanda.

· Se realiza una validación si ya el NUE existe como principal.

· Se permite registrar dos boletas para un mismo interviniente, esto para las boletas que son enviadas por COSEVI.

· Se realiza una optimización a nivel interno de la aplicación.

· Se permite registrar la escolaridad del interviniente.

· Permitir enviar documentos de más de 3 MB, en una sola transacción.

· Permitir consultar las transacciones que una persona usuaria ha realizado en los diferentes despachos.

· Se muestra la fecha de entrada a la hora de presentar un escrito.

· Se muestran todos los documentos del expediente, ordenados cronológicamente.

En los últimos seis meses del 2013 se presentaron por medio de Gestión en Línea, un promedio de 317.550 escritos y 90.024 demandas.

Así también, en el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José se analizó y establecieron criterios de modernos sistemas de gestión  y se logró que los asuntos en trámite se redujeran de 5439 casos en junio de 2010 a 385 en lo que va del 2013. 


El impacto de este nuevo modelo de gestión comenzó a mostrar resultados desde que se inició el trabajo de cambio en enero del 2010.  La reducción del circulante del Juzgado Penal del II Circuito Judicial, muestra la efectividad de una mejor gestión, dado que en junio del 2010 registraba un circulante de 5439 asuntos, seis meses después en diciembre de ese mismo año se finalizó con un circulante de 1776 expedientes, es decir 3663 asuntos menos, para una disminución del 32,6%.

La tendencia continuó a la baja y para el 2011, el circulante finalizó en el mes de diciembre con 928 casos, para un 52,2% de disminución.

· Interconexión de despachos de las periferias a la red institucional

En el 2013, se continuó con la mejora de los enlaces de comunicación existentes, especialmente en las oficinas de la periferia.  Durante este año se instalaron 55 servicios de banda ancha, mejorando el acceso de las oficinas a la Red Institucional, al tiempo que se acercaron los servicios tecnológicos a las personas usuarias. Como parte de los beneficios obtenidos, está el ofrecer servicios digitales a estas oficinas con una orientación hacia las personas usuarias, dentro de las que destacan: la Intranet, el Sistema de Depósitos Judiciales y otras aplicaciones como Hojas de Delincuencia, Apremios, entre otras. Estos avances en la infraestructura de telecomunicaciones, permiten además un mejor traslado de información entre los Circuitos Judiciales. 

· Campaña Sobre Garantías y Derechos de las Víctimas

La Carta Iberoamericana de los Derechos de las Víctimas motiva a articular servicios y ejecutar protocolos de cómo la víctima puede hacer efectivo sus derechos.

El entonces Jefe de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD), Roger Mata Brenes presentó oficialmente la campaña informativa el 4 de noviembre de 2013 ante la Comisión de Acceso a la Justicia. 


La campaña tendrá un enfoque a nivel internacional, el cual consiste en una capacitación a juezas y jueces centroamericanos, la que se logró gracias a la Escuela Judicial y al SICA. 

El Poder Judicial inicia con el lanzamiento de la campaña acerca de la Carta Iberoamericana de Derechos de las Víctimas, con dos enfoques, una de estas vinculada con una capacitación a juezas y jueces de Centroamérica, la cual fue coordinada con la Escuela Judicial y el Sistema la Integración Centroamericana (SICA). El segundo esfuerzo se vincula con una campaña informativa que fue divulgada por intranet a partir de  noviembre, coordinada con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial.

El documento axiológico ha sido prioritario, para la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, Zarela Villanueva Monge, como una forma de evitar la revictimización, garantizar el equilibrio procesal entre las partes, dar repuesta integral a las necesidades de esta población usuaria, y fortalecer la confianza en el sistema judicial.

La campaña tiene como objetivo insistir en los diversos derechos de las víctimas, uno de ellos es la posibilidad de reclamar ante los órganos jurisdiccionales un proceso sin obstáculos procesales, obtener una sentencia motivada y fundada en un tiempo razonable; de igual forma destaca que en todas las etapas del proceso, la víctima debe ser escuchada, puede interponer recursos contra las resoluciones y facilitar elementos de prueba.

En relación al derecho de información, derecho de entender y ser entendida, el entonces Jefe de la OAPVD mencionó lo que deben cumplir las juezas, jueces, fiscalas y fiscales, de acuerdo al Código Procesal Penal, en su artículo 71, inciso 1, se refiere a que la víctima tiene que “ser informada, en el primer contacto que tenga con las autoridades judiciales, de todos los derechos y facultades, así como sus deberes, con motivo de su intervención en el proceso, además, tener acceso al expediente judicial”.

Dentro del apartado de la asistencia y acceso a los servicios de apoyo a víctimas, se destaca el derecho al apoyo médico que se promueve para que los Poderes Judiciales de Iberoamerica articulen servicios con otras instituciones del Estado, para satisfacer las necesidades de las víctimas con el fin de contribuir y sobrellevar las secuelas del delito. 

Sobre ese tema la ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, en su artículo 9, establece que toda persona bajo protección podrá recibir, en forma gratuita, asistencia psicológica, psiquiátrica, jurídica, social o médica, cuando sea necesario.

Por otra parte, en procura de que la víctima tenga derecho a estar libre de intimidación, acoso y abuso durante todo el proceso judicial, se debe garantizar el derecho a la protección. En el caso de Costa Rica es la OAPVD, la que garantiza ese derecho.  

· Campaña Radial que impulsa el acceso de la justicia para las personas refugiadas y migrantes.

Esta campaña tiene como propósito divulgar los diversos servicios de justicia que se brinda en el Poder Judicial a la población refugiada y migrante,  la que será atendida sin la necesidad de aportar documentos de identificación o que estén vencidos.  Esto obedece a un acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión del 10 de abril de 2013, artículo XL.

· Ampliación del Servicios Médicos Forenses en el Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) a través de un Convenio entre la Caja Costarricense de Seguro Social y el Poder Judicial

Fortalecer y ampliar los servicios médicos forenses en el Cantón de San Carlos, con el fin de dar un mejor servicio a las personas usuarias y evitar su traslado a la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, en Heredia, para la realización de las autopsias médico- legales, es el objetivo del Convenio firmado el es 18 de octubre 2013, entre la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, Zarela Villanueva Monge y la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, Ileana Balmaceda Arias.

El Convenio promueve resolver en alguna medida la problemática a la cual se enfrentan las y los habitantes de zonas alejadas al Gran Área Metropolitana, al tener que trasladar los cuerpos de personas fallecidas por causas no naturales, a la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, para la realización de las autopsias médico- legales. 

Las autopsias que se realizarán en ese centro hospitalario serán las que corresponden a muertes naturales sin ninguna sospecha policial en la escena, accidente de tránsito sin fuga, suicidios sin ninguna sospecha en la escena y otros que a juicio del Médico Forense y del encargado del área de Anatomía Patología de dicho hospital determinen, con el fin de facilitar la realización de los estudios de las autopsias.

· Servicio Electrónico del Registro Judicial

Por medio del Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ), se emitieron 1.294.950 certificaciones de antecedentes penales, de las cuales el 66% fueron emitidas por las Administraciones Regionales y despachos judiciales, y el 34% restante por el Registro Judicial. Lo anterior significa, que las personas usuarias no tuvieron que desplazarse a San José para realizar ese trámite, con el consecuente ahorro de tiempo y dinero.

Servicio Electrónico a Entidades Públicas Autorizadas: En el Registro Judicial se emitieron 33.251 certificaciones de antecedentes en forma electrónica
, durante el mes de setiembre y hasta el 18 de octubre del 2013, dirigidas a 21 entidadess públicas, de las cuales la mayor cantidad se concentra en el Servicio Civil con 31.120 hojas de antecedentes, seguido por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes con 668 documentos remitidos electrónicamente y en tercer lugar el Ministerio de Educación Pública con 506 documentos recibidos por esta vía.

Actualmente, 65
 entidades públicas se encuentran activas para recibir la atención electrónica de certificaciones en apego a la normativa que rige esta materia.

La Ley del Registro y Archivos Judiciales autoriza al Registro Judicial a expedir las certificaciones de antecedentes y para los fines propios, a 17 entes como los Tribunales de Justicia, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, la Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Dirección General de Servicio Civil, al Jefe del Departamento de Migración y Extranjería. También están legalmente autorizados el Departamento de Personal del Ministerio de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, el Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de Seguros, entre otros.

Agilizar el servicio que brinda el Registro Judicial a otras instituciones públicas del país, mediante la remisión electrónica de las hojas de antecedentes, es parte de las acciones que se desarrollan para mejorar el acceso a la información judicial.

El servicio se brinda a las instituciones que contempla la Ley del Registro y Archivos Judiciales; así como las que señalen leyes especiales y las que realicen las gestiones ante el Consejo Superior para contar con una autorización por parte de la administración judicial. 

Las instituciones no manipulan el sistema, lo que hacen es remitir la solicitud electrónica con la lista de las personas a consultar, a efecto de que el personal del Registro procese la información y emita en línea las certificaciones de antecedentes penales de forma electrónica, a través de los correos electrónicos previamente autorizados; de modo que, las personas interesadas no tengan que trasladarse hasta las oficinas judiciales para contar con este documento, lo que permite que el trámite sea más expedito y con ello se contribuye a agilizar el servicio del Registro Judicial.

Con esta modalidad de trabajo del Registro Judicial se tiene que 65 entidades públicas se encuentran activas para recibir la atención electrónica, 48 de esas instituciones cuentan con la autorización del Consejo Superior.

De las 48 entidades públicas que cuentan con esta autorización, algunas de ellas son el Tribunal Supremo de Elecciones, el Instituto Costarricense de Turismo, los bancos del Sistema Bancario Nacional, Asamblea Legislativa, Instituto Mixto de Ayuda Social, Colegio de Médicos y Cirujanos, entre otros.

Por su parte, las instituciones no autorizadas por ley deben remitir una solicitud de autorización ante la Dirección Ejecutiva para que sea aprobada por el Consejo Superior.

Los entes públicos que no están definidos por Ley, deben cumplir con requisitos para optar por este servicio electrónico, como lo es contar con una autorización administrativa para dicho fin.

“Las instituciones que ya tienen autorización por ley no tienen que hacer ningún trámite. Las que no están por Ley hacen la gestión a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial y nosotros la elevamos al Consejo Superior que es el que está facultado para brindar nuevas autorizaciones. En la gestión que realicen las instituciones se debe indicar para qué fines requiere la hoja de antecedentes. De esta manera, para fines laborales, algunas instituciones lo que hacen es solicitar directamente con autorización de la persona interesada la hoja de antecedentes penales de manera electrónica y nosotros la remitimos igual de manera electrónica”, explicó el Lic. Alfredo Jones León, Director Ejecutivo del Poder Judicial.

Para el Lic. Jones León, el lograr que la solicitud de la hoja de antecedentes se realice por correo o Internet evita las filas en las oficinas judiciales, mejora la atención de la persona usuaria y agiliza los trámites en el Poder Judicial y en otras institucionales públicas.

· Índice de Accesibilidad al Información Judicial en  Internet 2012 (IAcc)

El IAcc es un indicador que evalúa la existencia de información básica y relevante en las páginas WEB de los Poder Judiciales y los Ministerios Públicos de los 34 países que conforman la Organización de Estados Americanos y en esta ocasión, Costa Rica ocupó el segundo lugar lo que evidencia los esfuerzos por brindar la mayor cantidad de información posible y por supuesto de transparentar sus actuaciones. 

Algunos de los aspectos evaluados fueron:

· Datos de la Institución                          

· Presupuestos

· Publicación de sentencias judiciales                  

· Salarios

· Reglamentos internos                           

· Concursos

· Agenda de audiencias                           

· Licitaciones

Costa Rica obtuvo una evaluación de 83,85%, en un índice en el que se analizaron países con mayores recursos económicos como los Estados Unidos y Canadá.

En cuanto al cumplimiento de los estándares que mide el IAcc, Costa Rica se encuentra en el grupo que mantuvo, en los años 2011 y 2012, un nivel de acceso muy alto.
· Proyecto Nacional de Fiscalías Electrónicas (PRONAFE)

Durante el 2013 el Ministerio Público ha venido instaurando en diversos lugares el modelo de fiscalías electrónicas con el objetivo de mejorar  los servicios que brinda a la población judicial incorporando tecnologías de información y comunicación en la tramitación de los asuntos penales.  Bajo esta modalidad existen cinco fiscalías a saber:

· Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José.

· Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón).

· Fiscalía Adjunta de Cartago.

· Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).

· Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos).

· Aplicación móvil (app) del Poder Judicial en teléfonos y tabletas

Se desarrolló la aplicación para teléfonos móviles, que permite realizar Consulta de expedientes del Sistema de Gestión en Línea, además de solicitar la hoja de antecedentes penales,  información de servicios, trámites de servicios judiciales; mapa de las sedes judiciales con números de teléfono y horarios y consulta de personas sentenciadas en fuga (Búsquela en  App Store y  Google Play como “Poder Judicial”).
· Desarrollo del  “Sistema de Sentenciados en Fuga” 

Atendiendo la importancia de publicar la información de personas condenadas que tienen orden de captura activa, se desarrolló el  “Sistema de Sentenciados en Fuga”, que permite la consulta a través de Internet de las personas que tienen pendiente cumplir una pena y se encuentran en fuga. Esto con el objetivo de que los ciudadanos colaboren brindando información que facilite la detención.

· Sistema Registro Electrónico de Mandamientos (SREM)

Este Sistema permite el registro electrónico de los gravámenes emitidos por los jueces  en  el Registro Nacional de la Propiedad en forma automática, sin que los usuarios deban presentarse a dicha entidad para realizar el trámite correspondiente. De este modo, los despachos judiciales pueden llevar a cabo de manera ágil la anotación y levantamiento de gravámenes sobre bienes inmuebles, lo cual implica reducción del  tiempo en el trámite,  así como los costos para el ciudadano y  la eliminación del uso de papel. 

Durante el 2013 este Sistema se implantó en los siguientes despachos:

· Sección de Robo de Vehículos del OIJ.

· Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Parrita.

· Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Cartago.

· Juzgado Penal de Coto Brus.

· Centro de Conciliación, Sede Golfito.

· Centro de Conciliación, Sede III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón).

· Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía  Primer Circuito Judicial de Alajuela.

· Juzgado de Trabajo de Menor Cuantía de Puntarenas.

· Centro de Conciliación, Sede II Circuito Judicial de Alajuela.

· Juzgado de Cobro de Menor Cuantía de III Circuito  Judicial  Alajuela (San Ramon).

· Tribunal de la Zona Sur, Sede Corredores.

· Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias I Circuito Judicial de  Guanacaste (Liberia).

· Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de San Jose.

· Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarías  II Circuito Judicial de Guanacaste.

· Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago.

· Tribunal  de Heredia   (Materia Penal).

· Fiscalía de La Fortuna.

· Juzgado Penal del II Circuito Judicial de Alajuela, Sede Los Chiles.

Las estadísticas de anotaciones y levantamientos realizados a través de este sistema ascienden a 504.198, según el siguiente detalle:

	DETALLE
	CANTIDAD

	Anotaciones en Bienes Muebles
	204.860

	levantamientos en Bienes Muebles
	142.078

	Anotaciones en Bienes Inmuebles
	110.630

	levantamientos en Bienes Inmuebles
	46.630


· Aspectos Ambientales
Se continúa desarrollando esfuerzos por incorporar el tema ambiental en la gestión judicial con el propósito de disminuir el consumo de papel, de energía eléctrica, agua potable y combustible, entre otros esfuerzos en esa línea, y de esa forma contribuir con la conservación de ambiente y obtener una maximización de los recursos que se asignan anualmente al Poder Judicial.

3.-  Análisis Institucional
3.1.  Gestión Financiera
Conforme, a la información brindada por  la Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable mediante oficio N°011-P-2013 del 13 de enero  de 2014, se presentan los siguientes comentarios relativos a la ejecución financiera de los programas presupuestarios del Título 301: Poder Judicial.
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2-Contrataciones que resultaron

infructuosas. Explique. 

1-Inconvenientes en el proceso de

compras. Explique. 

Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

Cuadro N° 1

PODER JUDICIAL

Razones que incidieron en los porcentajes de ejecución financiera

2010 - 2011 - 2012-2013

Programa Nº 930 Programa Nº 932 y 950

Justificación

Programa Nº 929 Programa Nº 926 Programa Nº 927 Programa Nº 928



Notas:  La Proveeduría Judicial  es la encargada de la ejecucción de los procesos de compra de los diferentes programas presupuestarios en coordinación con los 

centros de responsabilidad y otras  Areas Adm., con excepción del programa 942 y 943 que lo ejecuta la Unidad Ejecutora del Proyecto. 



4-Los bienes requeridos son

contratados en el exterior.

3-Adquisición de productos de

calidadgenéricaconuncostomenor

a lo presupuestado.

Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante 

Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

En el  2013  las principales  empresas prestatarias de los servicios públicos mejoraron la presentación del cobro de los servicios. 

7-Otros (especifique)Aplicación de

compromisos no devengados que

dervirtua el proceso presup. anual,

trámites de coompra, trámite de

incorporaciónde recursosmediante

modificaciones presupuestarias,

principalmente. 

6-Complejidaddeloscontratosmarco

tramitados por compra red. Explique

5-Tardanza de las empresas

proveedoras de servicios públicos

para remitir las facturas de cobro.

Con la aplicación de los compromisos no devengados del año anterior, el proceso presupuestario anual se desvirtúa  debido a que los recursos presupuestados para el año deben 

atender el pago de los compromisos citados.  

 
De acuerdo con el cuadro anterior, se tiene lo siguiente: 

Mediante Ley  No. 9103 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, se incorporaron los recursos para el Poder Judicial en los programas 926, 927, 928, 929, 930, 932 y 942  para el ejercicio económico 2013 por la suma total de ¢314.425.000.000.00. Además, el Ministerio de Hacienda tramitó la incorporaron recursos en septiembre de 2013,  mediante la Modificación al Presupuesto Ordinario, según Ley N°9166 publicado en el Alcance Digital N°124 a La Gaceta N°180 del 19 de septiembre del 2013 por la suma de ¢2.020.702.256.07 en la subpartida 60103 “Transferencias corrientes a instituciones descentralizadas no empresariales” para atender el pago de deuda de la Institución con la Caja Costarricense de Seguro Social según contribución estatal al seguro de salud, recursos que fueron incorporados directamente por el Ministerio Hacienda para atender ese pago laboral. Para más detalle, ver presupuesto del programa 926 de las Liquidaciones Presupuestarias en el Anexo N°1 del presente informe. 

En diciembre se incorporaron recursos mediante Modificación al Presupuesto Ordinario, según Ley N° 9144 publicado en el Alcance Digital N°131 a La Gaceta N°235 del 05 de diciembre del 2013 por la suma de ¢2.541.400.000.00  para atender la estimación de gastos en la partida de Remuneraciones en los programas 926, 927, 929, 930 y 932 por las sumas respectivas de ¢303.749.000.00, ¢1.029.487.000.00, ¢952.156.000.00, ¢230.198.000.00 y ¢25.810.000.00 en diferentes subpartidas de gastos relacionadas con salarios. 

Así las cosas, se incorporaron en la corriente presupuestaria del Poder Judicial a través de recursos ordinarios  la suma total de ¢318.987.102.256.07, lográndose una ejecución global de recursos del 96.86% sin considerar los recursos de programa 943 “Contrato de Préstamo Corte-B.I.D. II Etapa” por la suma de ¢1.510.226.522.24. 

Los recursos del programa 943 “Contrato de Préstamo Corte-B.I.D. II Etapa” no forman parte de la Ley de Presupuesto Ordinario, debido a que no son recursos ordinarios sino recursos externos; además, al pertenecer a un proyecto específico de mediano plazo, los recursos se revalidan de forma automática cada año mediante Decreto Ejecutivo. Este programa cerró su ejecución en julio pasado, con un porcentaje de ejecución del 99,99%, según informe de cierre emitido por esa Unidad, el cual fue conocido por Corte Plena en sesión 39-13 del  16-9-13, artículo XI, mediante el cual se indican los  logros en la modernización de la administración de la justicia a nivel nacional, a través de diferentes ámbitos.   

Con respecto a los problemas presentados en el 2013, al igual que en otros años y así se ha indicado en su oportunidad, se presenta la dificultad de aplicar los compromisos no devengados del año anterior, que distorsiona el principio de anualidad del presupuesto. Igualmente la amplia estructura administrativa del Poder Judicial, hace más complejo el arrastre de los compromisos no devengados. 

Al aplicar los compromisos se desvirtúa la programación presupuestaria 2013, teniendo que realizar modificaciones en subpartidas prioritarias para el accionar Institucional principalmente 10405 “Servicio de Desarrollo de Sistemas Informáticos”, 10406 “Servicios Generales”, 10801 “ Mantenimiento de edificios y locales”, 29902 “ Útiles y Materiales Médico, Hospitalario e Investigación”, 29906 “ Útiles y Materiales de Resguardo y Seguridad”,  50102 “Equipo de Transporte”, 50103 “ Equipo de Comunicación”, 50104 “Equipo y Mobiliario de Oficina”, 50105 “Equipo y Mobiliario de Cómputo”, 50201 “Edificios” distribuidos en los diferentes programas presupuestarios. 

A pesar de esto, al igual que en otros años se logran reforzar las subpartidas rebajadas para atender los compromisos no devengados ya sea por su afectación directa o para atender los sobregiros, a través de diferentes modificaciones presupuestarias durante el año, utilizando como herramienta  proyecciones de gastos que permiten determinar faltantes y sobrantes y de esta forma atender las necesidades prioritarias a nivel institucional  en gastos corrientes como bienes y servicios tales como servicios públicos, contratos, compra de suministros diversos que son de uso prioritario en los diferentes ámbitos,  así como la atención de proyectos en sistemas de información, de comunicación, laboratorio, entre otros; además los proyectos de construcción de edificios.    


Cabe resaltar que cada año, se analizan las opciones de financiamiento de los compromisos del período anterior, con el fin de minimizar el impacto sobre el buen servicio público, de acuerdo a los objetivos anuales de la Institución. 

Desde hace varios años, se realizan esfuerzos a través de un grupo interdisciplinario de Seguimiento de Ejecución del Presupuesto compuesto por la Dirección Ejecutiva, Departamento Financiero Contable, Departamento de Proveeduría, coordinado  con los encargados de centros de responsabilidad, así como con oficinas de apoyo en la labor administrativa  como el Departamento de Servicios Generales, Dirección de Tecnología de la Información, con el propósito de acelerar los procesos de compra y pago y de esta forma; además de incrementar la ejecución presupuestaria, afectar lo mínimo el presupuesto del año siguiente, mediante los compromisos no devengados. Sin embargo, los procesos de contratación administrativa conllevan gran cantidad de trámites que alargan los plazos de entrega.  

Es importante aclarar, que cada año se coordina con el propósito que los proveedores presenten a cobro los bienes y servicios prestados con la mayor rapidez, principalmente al cierre del período para minimizar los compromisos no devengados.  No obstante, en reiteradas ocasiones no se presentan con la debida oportunidad.  En la medida de lo posible, se trata de aplicar la mayor cantidad de recursos en el devengado, cumpliendo con la normativa de compra establecida. 

De forma general en los procesos de compra menor, desde años anteriores se han establecido nuevos procedimientos internos que han permitido atender las compras en las diferentes oficinas judiciales, a raíz del cierre del Fondo Rotatorio a través del cual se tramitaban ese tipo de contrataciones y por la implementación de los cambios en la Ley de Contratación Administrativa se establecieron nuevos y menores plazos para este tipo de contrataciones, lo que ha repercutido en el incremento de la cantidad de trabajo. 


En cuanto a las contrataciones para atender el abastecimiento de materiales y suministros, por medio de la implantación de  licitaciones  por entrega según demanda y con la definición de empresas precalificadas, ha permitido ahorrar tiempos en procedimientos licitatorios y se ha logrado  mejorar la ejecución presupuestaria en montos significativos, ya que ha conllevado que no se repitan nuevos procedimientos en otros períodos presupuestarios.  

De conformidad con la información suministrada por el  Departamento de Proveeduría se tiene que los problemas detectados a nivel de los procesos de contratación, se pueden resumir en cuatro aspectos, de la siguiente forma:

· Definición de especificaciones técnicas: la definición clara y precisa el objeto contractual y de especificaciones técnicas al momento de la invitación a los potenciales proveedores, que eventualmente en caso de no cumplir con todos los requisitos, provoca que los procesos de contratación sean “recursados”, comprometiendo el  tiempo de ejecución, ya que el tiempo dedicado a la confección de las especificaciones no debe prolongarse, pues resta tiempo importante a las etapas subsiguientes del proceso.

· Trámites de índole presupuestarios: para el inicio de los procedimientos de contratación se debe contar con el contenido presupuestario para dar sustento a la solicitud de compra, en caso de no contar con la totalidad de los recursos, los administradores de programas deben llevar a cabo autorizaciones para cambios de líneas, caducos o modificaciones, sean estas internas o externas, lo cual puede afectar el tiempo de compra, otro aspecto importante que afecta es la aplicación de los compromisos no devengados del año anterior que provoca tener que buscar recursos adicionales para lograr el contenido de forma oportuna, por lo que en ocasiones esto conlleva a que los procesos se retrasen  por la tramitología que esto  implica.

· Requerimientos de gestión de compras durante el segundo semestre: los factores anteriores provocan que los requerimientos de compras sean presentados al Departamento de Proveeduría durante el segundo semestre, lo que para el caso de las licitaciones, podría implicar que tanto la adjudicación como el plazo de entrega sean actos que se materialicen en el ejercicio presupuestario siguiente.

· Productos importados sujetos a plazos de entrega y trámites de nacionalización: Otro aspecto a considerar, se refiere a las compras de bienes o suministros de importación, cuyos plazos de entrega en ocasiones superan los 45 días hábiles, además de los trámites de “internamiento” de los bienes, lo cual según el momento en el que se lleve a cabo el procedimiento incide en la ejecución del presupuesto destinado a estos procesos.

Además de lo señalado anteriormente, se tienen los casos de procedimientos que son declarados desiertos o infructuosos, lo que implica el inicio de los procedimientos desde su primera etapa, esto para el caso de licitaciones, dejaría recursos sin ejecutar, caso contrario con las contrataciones directas, cuyo plazo para adjudicación, permite hacer todo el proceso y lograr la entrega de los bienes y servicios oportunamente. 

Otro aspecto importante, se trata de las modificaciones presupuestarias externas emitidas a final de año, en estos casos el presupuesto se estaría recibiendo en noviembre, siendo tiempo corto para la realización de los procedimientos de contratación para garantizar la ejecución de estos recursos.

Una manera de subsanar estas dificultades, ha sido enviar a inicio de año una circular recordando a las personas que administran programas la documentación necesaria para el inicio de los procedimientos, así como los plazos para la recepción de las requisiciones de bienes y servicios según se trate su cuantía, para lograr un plazo adecuado de ejecución del procedimiento que garantice la recepción del bien o servicio y su cancelación dentro del período presupuestario en ejercicio.

Otra medida para subsanar estos inconvenientes es el contacto permanente con las personas administradoras de cada programa, con el propósito de en el sentido de mantener comunicación para el análisis de dudas en materia de contratación administrativa o bien sobre la importancia de atender los plazos máximos para la remisión de solicitudes de compra, además de los aspectos a considerar al momento de definir las especificaciones técnicas a incluir en los carteles o pliegos de condiciones, de manera que se minimice la posibilidad de objeción que retrasen el procedimiento.

Durante el ejercicio presupuestario del 2013 se presentaron circunstancias de compras importantes como vehículos, equipo de cómputo, edificios, remodelación de edificios, licencias de cómputo, que por su cuantía o complejidad, implicaron que parte importante quedaran en compromisos no devengados; en la mayoría de los procedimientos se presentaron recursos de objeción al cartel, que en algunos casos implicaron modificaciones a las especificaciones técnicas y su posterior prórroga para la recepción de ofertas, por otra parte, se plantearon ante la Contraloría General de la República, recursos de apelación contra los actos de adjudicación, con el consecuente retraso para lograr la firma de ese acto y por consiguiente la contabilización del plazo de entrega, estos aspectos implican que los procedimientos lleven más tiempo del esperado y que no en todos los casos los bienes puedan ser recibidos a satisfacción y cancelados dentro del ejercicio presupuestario.

Otro aspecto importante, se trata de las modificaciones presupuestarias externas emitidas a final de año, en las cuales se procura no incluir compras que no puedan ser ejecutadas en el período vigente, por lo que se insta a las oficinas a que dichas adquisiciones deben ser contempladas dentro de las primeras modificaciones, ya que en estos casos el presupuesto se estaría recibiendo en noviembre, lo que implica un margen reducido para la realización de los procedimientos de contratación para garantizar la ejecución de estos recursos.

Adicionalmente, el Departamento de Proveeduría dentro de sus políticas, viene promoviendo en los últimos dos años que los diferentes centros gestores, utilicen nuevas modalidades de contratación que permitan que los recursos se ejecuten de una forma más eficiente; de esta forma  se ha impulsado el uso de los contratos según demanda, como una forma de agilizar los procesos de contratación. 

Las justificaciones de por qué se presentan razones similares en cada año presupuestario, obedece a que son temas  difíciles de controlar a nivel institucional; sin embargo, las acciones que se han aplicado han  dado su frutos, ya que como se observa en el 2013 se evidenció un mejor desempeño en la ejecución del presupuesto y se espera que para el año 2014 se ejecute mucho más, ya que constantemente se toman medidas y acciones para optimizar los controles y compras oportunas.  Por ejemplo, para el Presupuesto 2014 en lo referente a Tecnología de Información desde el año 2013 se están confeccionando las especificaciones técnicas de las compras para avanzar en el detalle y lograr a principio de año iniciar los trámites; no obstante, hay que seguir trabajando  para lograr una mejora continua en los resultados.

Con respecto a la adquisición de productos de calidad genérica con un costo menor a lo presupuestado, según lo señalado el Departamento de Proveeduría, en los carteles de contratación se indican las dos posibilidades, de forma tal que se puedan adquirir productos genéricos u originales, en el caso de los primeros siempre y cuando se cumpla ciertas condiciones; no obstante, en la mayoría de los las compras que se han adjudicado corresponden a productos originales. 

Por último, indicar en el punto de la complejidad de los contratos marco tramitados por compra red, señalan que el Poder Judicial no utiliza compra red, por lo que se desconoce el manejo o complejidad del uso de contratos marco. 

Las partidas de servicios y suministros muestran a nivel general un adecuado nivel de ejecución debido a un constante seguimiento y control por atender de forma expedita durante el 2013  las necesidades  contractuales y variables, creando conciencia en las diferentes administraciones de centros de responsabilidad, programas y oficinas administrativas para que coordinen con los proveedores el cobro respectivo de forma oportuna y que de esta forma se afecte lo menos posible la ejecución del año siguiente mediante los compromisos no devengados.  

En cuanto a los servicios públicos, en años anteriores las empresas proveedoras  presentan el cobro de la facturación de forma tardía  durante el año, por lo que se  coordina con ellas, con el fin de que al cierre del período se haga el cobro lo más pronto posible. Sin embargo, durante el período 2013 se aceleró el cobro de los servicios lo que repercutió en mejores índices de ejecución en los diferentes meses del año en ese rubro. Los gastos se atendieron adecuadamente, mediante un análisis de los sobrantes y la inyección de recursos, mediante modificaciones presupuestarias. 

La partida de transferencias corrientes de la misma forma que los años anteriores, presenta una alta ejecución,  dado a que en este grupo se incluye lo relacionado con el pago de prestaciones legales, lo cual por su cuantía afecta de forma general el porcentaje de ejecución, tomando en cuenta que es un rubro significativo. Durante el año esta partida se refuerza para atender el pago de extremos laborales de los funcionarios judiciales, por lo que  durante el 2013 tuvo un alto incremento que hizo necesario buscar opciones para atender estos pagos, mediante diversos sobrantes incluyendo el rubro de Remuneraciones. Otra subpartida con una ejecución importante en el año es la 60601 “Indemnizaciones”  para atender el pago de resoluciones administrativas y judiciales. Los recursos de la subpartida de becas se racionalizaron y algunos casos se destinaron para reforzar  otras necesidades urgentes de la Institución.

Por último, la partida de Cuentas Especiales, subpartida 90101 “Gastos Confidenciales ” muestra en el período 2013 una alta ejecución en el programa 928 “ Organismo de Investigación Judicial” y más recientemente en el nuevo programa 950  “ Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos “ en la oficina del O.I.J. debido a que los recursos se ejecutan con el propósito de atender los requerimientos necesarios en las labores propias de investigación y protección. Sin embargo, cabe aclarar que debido a que los recursos se trasladan a una cuenta especial,  dichos recursos se giran a solicitud de las oficinas respectivas con base en liquidaciones de gastos. 

Como comentario general cabe señalar que con la creación de nuevas oficinas judiciales la estructura administrativa judicial se hace más compleja, tomando en cuenta que se busca apoyar de esta forma la razón de ser de la Institución, cual es la Administración de Justicia; sin embargo, esto repercute en redoblar esfuerzos en el control y la ejecución de los recursos y por ende en una mayor complejidad administrativa, la cual se acrecienta año con año debido a puesta en marcha de nuevas Leyes y demás proyectos de eficiencia en las labores.

Con el análisis oportuno de los saldos y seguimiento constante de la ejecución, se procura  elevar los niveles de ejecución presupuestarias, creando conciencia en las administraciones y oficinas judiciales y de esta forma maximizar el uso de los recursos que se  asigna vía Ley de la República al Poder Judicial, apoyándose en el desarrollo humano,  tecnológico, de estructura y de infraestructura.

 Además, atender el cumplimiento de los procedimientos establecidos por la administración pública y en apego al Principio de Legalidad y de Control Interno, a la luz de la nueva normativa la cual repercute en los porcentajes de ejecución pese al esfuerzo realizado, ya que algunos procedimientos resultan complejos pero necesarios en la salvaguarda del Patrimonio del Estado Costarricense. 

Durante el 2013, la Institución continuó con el proyecto de  modernización del área administrativa mediante su estructura, incluyendo la puesta en marcha del Sistema Integrado de Gestión Administrativa (sistema automatizado), el cual tiene como objetivo un manejo más ágil y automatizado de los procesos administrativos en los diferentes programas, desde los trámites de compras hasta los de pago. 

Al cierre del 2013, se han desarrollado importantes avances en las pruebas de los módulos del Sistema citado, mediante la puesta en marcha del Sistema en paralelo con los Sistemas de Ejecución en diferentes programas  que han permitido evaluar la idoneidad del avance del proyecto. Las pruebas han sido satisfactorias en Módulos como Modificaciones Internas, Externas, Cambios de Línea, Módulo de Salarios, Solicitudes de Pedidos, Pedidos, Reservas, entre otras tomando en cuenta la complejidad, el volumen de transacciones, cuantía financiera y la complejidad administrativa del Poder Judicial en cuanto a su estructura organizativa por la variedad de labores que involucran la administración de la justicia. Lo anterior, con el fin de que a la mayor brevedad se disponga de esa herramienta informática cuyo principal objetivo es agilizar los trámites administrativos, presupuestarios y financieros en concordancia con los controles internos que satisfagan la salvaguarda de los bienes del Estado y de esta forma lograr una mayor efectividad en el uso de esos recursos asignados a nivel global.  

Todo lo anterior con el fin último de que la administración y uso de los recursos sirva como facilitador de todo el accionar y de esta forma lograr una administración de justicia más eficiente y que el ciudadano costarricense cuente con un acceso a la justicia más ágil, oportuna y con mejores estándares de eficiencia. Para ello, se busca la mejora continua de los procesos judiciales, administrativos y  de investigación, entre otros.

Uno de los proyectos importantes para el Poder Judicial son las mejoras en la infraestructura para lo que en el 2013 se ejecutaron recursos en varias zonas del país por la suma de ¢1.287.657.908.71 en los diferentes programas incluyendo el programa 943 “Fondo de Préstamo Corte Bid segunda etapa”,  para continuar con los proyectos de construcción de edificios y mejoramiento de la infraestructura judicial  tales como construcción del Edificio de Toma de Muestra en la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores, reforzamiento del Edificio Anexo “C” (antiguo Edificio Alpino), remodelación del edificio de los Tribunales de Heredia, Remodelación eléctrica del Archivo Judicial,  Construcción de salas de juicio de los Tribunales de Cartago, Remodelación de los Tribunales de San Carlos, remodelación de celdas de los Tribunales de Puntarenas,  Pago de reajuste de precios de planos constructivos y presupuesto de los Tribunales de Jicaral, Remodelación de los Tribunales de Liberia,  así como otros proyectos menores en diferentes zonas del país.  

Lo anterior con el fin de ofrecer a la persona usuaria, una adecuada atención mediante infraestructura, recursos tecnológicos como la puesta en marcha de trámites en línea,  equipo de cómputo actualizado, desarrollo de  nuevos sistemas informáticos, desarrollo de una aplicación de tecnología móvil, adquisición y mantenimiento de  equipo de comunicación para agilizar la conexión entre oficinas, sistemas de video conferencia, desarrollo de interfases con otras instituciones como el Registro Nacional de la Propiedad y Tribunal Supremo de Elecciones, mejoras en el sistema de mensajería electrónica para facilitar la notificación oportuna a la ciudadanía involucrada en procesos judiciales. 

Institucionalmente se han adquirido servidores informático y almacenamiento para la mayoría de circuitos del país, con el fin de permitir la implementación de proyectos como Oralidad, Juzgados electrónicos y expansión del Sistema de Gestión y otros sistemas, compra de licencias de software para actualizar la infraestructura tecnológica de la institución, actualización de software antivirus de la institución para proteger la información y minimizar el riesgo de pérdida o daño de la misma, compra de equipos de digitalización de documentos de alta capacidad con el fin de implementar las políticas de cero papel y proyectos en oficinas como juzgados electrónicos y fiscalías electrónicas para potenciar el flujo de documentos y procurar el ahorro de recursos, se adquirieron también “UPSs” para minimizar el riesgo de pérdida de trabajo por falta de fluido eléctrico, todo esto ha permitido lograr un servicio más ágil de acuerdo a nuevas tendencias tecnológicas y se ha fortalecido el esquema de seguridad de la información mediante la adquisición de nuevas herramientas tecnológicas  y la contratación de asesorías en el tema". De igual forma se han realizado contrataciones para actualizar y fortalecer la plataforma tecnológica de la institución.

Todos estos proyectos fueron iniciados el año anterior 2012 y se han reforzado con la aplicación de los recursos ejecutados en el año 2013 como la compra de equipo y programas de cómputo. 

Los recursos que se tramitan mediante modificación externa, por lo general tienen un tiempo de aprobación, en especial cuando en el transcurso de año surgen leyes y requerimientos institucionales urgentes, estos tiempos de espera en la aprobación de las modificaciones inciden en que no se puedan realizar las compras con la agilidad debida, quedando recursos en comprometido que afecta los objetivos institucionales para el período siguiente. 

3.2. Ejecución Presupuestaria Recursos Externos.

En el período 2003 mediante  Presupuesto Ordinario se aprobó la II Etapa del Programa Corte-BID,  mediante el cual se asignaron recursos por la suma de ¢7.976.416.000,00 con fondos del contrato de préstamo con ese organismo financiero mundial.

El programa 943  corresponde al Contrato de Préstamo para la Modernización de la Administración de Justicia en su segunda etapa. Los recursos de este programa 943 de un período determinado, corresponden a los saldos revalidados automáticamente del año anterior. Este programa no forma parte de los recursos del Poder Judicial incorporados mediante presupuesto ordinario vía ley de la República cada año. 

 El propósito de este programa está orientado a continuar con la modernización de la administración de justicia en Costa Rica, con el fin de hacerla más accesible, equitativa, previsible y eficiente.  Los recursos se incorporan mediante la modalidad de revalidación de saldos de cada período anterior.   

Es importante indicar que como contrapartida local o aporte del Gobierno de Costa Rica, se crea el programa 942 “Aporte Local Préstamo 1377/OC-CR “, el cual mediante recursos asignados en el presupuesto ordinario de cada año, se complementa con los recursos del contrato de préstamo para atender los diferentes componentes del programa 943. 


El programa 943 cerró operaciones en julio del 2013, por lo que se procedió mediante Ley 9194 a desincorporar los recursos sobrantes los cuales no corresponden a saldos de recursos financieros, sino a ajustes por diferenciales cambiarios debido a que los recursos en dólares se ejecutaron en su totalidad. 

Por su parte el programa 942 ejecutó un monto significativo en la subpartida 50201 “Edificios” como parte de los proyectos que se complementan con el programa 943 y que corresponde a proyectos de reforzamiento de la infraestructura del Poder Judicial. Además, se ejecutaron recursos en la subpartida 10404 “Servicios en Ciencias Económicas y Sociales”  para atender el pago del Informe del Estado de la Justicia; asímismo se comprometieron recursos para atender proyectos de desarrollo de sistemas informáticos, en este caso la “migración de los sub-módulos de reseña y lofoscopía, incluyendo nuevas funcionalidades por la suma de ¢30.000.000.00. Este programa no se incluyó en el presupuesto del año siguiente por cierre de operaciones del proyecto, por lo que los compromisos se aplicaron al presupuesto ordinario del Poder Judicial en el programa 926. 

En el anexo N°1 se presenta un resumen por programa y partida sobre la sub-ejecución presupuestaria, indicando las principales razones positivas y/o negativas que incidieron relacionadas con el Presupuesto. Esa información fue preparada por el Departamento Financiero Contable.

A continuación en el cuadro N°2,  se desglosa por programa presupuestario la apropiación así como lo devengado con su respectivo porcentaje de ejecución.
Cuadro N°2

Situación Financiera 2013

Al 31/12/2013
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3.3. Análisis de Gestión

Cuadro N°3

Poder Judicial
Cantidad de Indicadores de desempeño según porcentaje de cumplimiento

Al 31 de diciembre de 2013
	Centro de Gestión
	Cumplido (100%)
	Parcialmente Cumplido

	
	
	Muy Bueno (99%-81%)
	Bueno (80%-71%)
	Insuficiente (70%-1%)
	No Cumplida (0%)

	927: Servicio Jurisdiccional.


	0
	3
	0
	0
	0

	930: Defensa Pública. 


	2
	2
	1
	1
	0

	932: Servicio de Justicia de Tránsito.


	0
	0
	0
	1
	0

	943: Segunda Etapa Prog. Modernización Adm. De Justicia, Unidad Ejecutora Proyecto CORTE-BID.
	3
	0
	0
	0
	0

	950: Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.
	3
	0
	0
	0
	0

	Total
	8
	5
	1
	2
	0


Cuadro N°4
Poder Judicial
Clasificación de la Efectividad en el Cumplimiento de los Indicadores Asociados

al Producto/Objetivo por Centro de Gestión

Al 31 de diciembre de 2013
	Centro de Gestión
	Efectividad del Desempeño

	
	Efectivo
	Poco Efectivo

	
	
	

	927: Servicio Jurisdiccional.


	X
	

	930: Defensa Pública. 


	X
	

	932: Servicio de Justicia de Tránsito.


	
	X

	943: Segunda Etapa Programa Modernización Administración de Justicia, Unidad Ejecutora Proyecto CORTE-BID.


	X
	

	950: Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.
	X
	


De conformidad a la información contenida en los dos cuadros la efectividad del Poder Judicial en sus programas presupuestarios, en la ejecución fue más que buena al estar la mayoría de los indicadores alcanzados por más del 90% y en el aspecto de la ejecución también al haber ejecutado un 96.86% del presupuesto asignado para el 2013.
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� En el caso de los programas 926 “Dirección, Administración y otros Órganos de Apoyo Jurisdiccional”, 942 “Aporte Local Préstamo 1377/OC-CR” 928: Organismo de Investigación Judicial, 929: Ministerio Público;  según consulta realizada  en su momento al Lic. Mario Viquez   Rodríguez de la Unidad de Análisis Presupuestario de Poderes Dirección General de Presupuesto Nacional, no se deben  incluir en el presente informe relativo al cumplimiento de los objetivos y metas institucionales, por ser programas de apoyo a los otros programas presupuestarios.





� Aprobada por Corte Plena en la sesión No. 38-12 del 05 de noviembre de 2012, art. XXV


� Actualmente, la Ley del Registro y Archivos Judiciales autoriza al Registro Judicial a expedir las certificaciones de antecedentes y para los fines propios.


� de las cuales 17 corresponden a aquellas cuya autorización para recibir el servicio está determinada por Ley (los Tribunales de Justicia, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, la Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Dirección General de Servicio Civil, al Jefe del Departamento de Migración y Extranjería. También están legalmente autorizados el Departamento de Personal del Ministerio de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, el Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de Seguros, entre otros) y 48 autorizadas a través del Consejo Superior.
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(a)

Gasto devengado      

(b)

Porcentaje de 

ejecución               

(b/a)

926 Dirección Adm. y Otros Organismos de 

Apoyo a la Jurisdicción 

65,892,451,256.07

  

 

61,450,134,998.34

  

 

93.26%

927 Servicio Jurisdiccional 

108,805,487,000.00

 

107,952,344,759.01

 

99.22%

928 Organismo de Investigación Judicial

67,858,257,000.00

  

 

64,791,483,020.23

  

 

95.48%

929 Ministerio Público

38,671,556,000.00

  

 

37,637,480,475.67

  

 

97.33%

930 Defensa Pública

25,165,978,000.00

  

 

24,944,303,173.26

  

 

99.12%

932 Servicio Justicia Tránsito

5,833,710,000.00

    

 

5,696,343,067.08

    

 

97.65%

942 Fondo Prestámo CORTE-BID (Aporte Local)

75,863,000.00

         

 

43,985,995.27

         

 

57.98%

950 Servicio de Atención y Protección de 

Víctimas y Testigos

6,683,800,000.00

    

 

6,453,852,519.27

    

 

96.56%

Subtotal

318,987,102,256.07

 

308,969,928,008.13

 

96.86%

Otros recursos(Externos)

943 Contrato de PréstamoCorte-BID II Etapa (*)

531,299,780.38

       

 

531,299,780.38

       

 

100.00%

Total  Recurso Externo

531,299,780.38

       

 

531,299,780.38

       

 

100.00%

TOTAL  

319,518,402,036.45

 

309,501,227,788.51

 

96.86%

(*)

Debido

a

la

desincorporación

de

recursos

por

el

cierre

del

Programa

943,

al

final

del

período

2013

los

montos

ejecutados

son

iguales

al

presupuesto actual, por lo que la ejecución según la liquidación es de un 100%.

PODER JUDICIAL





Fuente: Liquidaciones Presupuestarias conciliadas con el Módulo de Poderes del Ministerio de Hacienda

Nombre del programa                                 (centro de 

gestión productiva)
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930 Defensa Pública

25,165,978,000.00

  

 

24,944,303,173.26

  

 

99.12%

932 Servicio Justicia Tránsito

5,833,710,000.00

    

 

5,696,343,067.08

    

 

97.65%

942 Fondo Prestámo CORTE-BID (Aporte Local)

75,863,000.00

         

 

43,985,995.27

         

 

57.98%

950 Servicio de Atención y Protección de 

Víctimas y Testigos

6,683,800,000.00

    

 

6,453,852,519.27

    

 

96.56%

Subtotal

318,987,102,256.07

 

308,969,928,008.13

 

96.86%

Otros recursos(Externos)

943 Contrato de PréstamoCorte-BID II Etapa (*)

531,299,780.38

       

 

531,299,780.38

       

 

100.00%

Total  Recurso Externo

531,299,780.38

       

 

531,299,780.38

       

 

100.00%

TOTAL  

319,518,402,036.45

 

309,501,227,788.51

 

96.86%

(*)

Debido

a

la

desincorporación

de

recursos

por

el

cierre

del

Programa

943,

al

final

del

período

2013

los

montos

ejecutados

son

iguales

al

presupuesto actual, por lo que la ejecución según la liquidación es de un 100%.

PODER JUDICIAL





Fuente: Liquidaciones Presupuestarias conciliadas con el Módulo de Poderes del Ministerio de Hacienda

Nombre del programa                                 (centro de 

gestión productiva)
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Cuadro No. 01

				Cuadro N° 1

				PODER JUDICIAL

				Razones que incidieron en los porcentajes de ejecución financiera

				2010 - 2011 - 2012-2013

				Justificación														Programa Nº 926								Programa Nº 927								Programa Nº 928								Programa Nº 929								Programa Nº 930								Programa Nº 932 y 950

																		2010		2011		2012		2013		2010		2011		2012		2013		2010		2011		2012		2013		2010		2011		2012		2013		2010		2011		2012		2012		2010		2011		2012		2013

				1-Inconvenientes en el proceso de compras. Explique.														Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

				2-Contrataciones que resultaron infructuosas. Explique.														Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

				3-Adquisición de productos de calidad genérica con un costo menor a lo presupuestado.														Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

				4-Los bienes requeridos son contratados en el exterior.														Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

				5-Tardanza de las empresas proveedoras de servicios públicos para remitir las facturas de cobro.														En el  2013  las principales  empresas prestatarias de los servicios públicos mejoraron la presentación del cobro de los servicios.

				6-Complejidad de los contratos marco tramitados por compra red. Explique														Justificación según los comentarios del Departamento de  Proveeduría Judicial que se desarrollan en el presente documento más adelante

				7-Otros  (especifique)Aplicación de compromisos no devengados que dervirtua el proceso presup. anual, trámites de coompra, trámite de incorporación de recursos mediante modificaciones presupuestarias, principalmente.														Con la aplicación de los compromisos no devengados del año anterior, el proceso presupuestario anual se desvirtúa  debido a que los recursos presupuestados para el año deben atender el pago de los compromisos citados.

				Notas:  La Proveeduría Judicial  es la encargada de la ejecucción de los procesos de compra de los diferentes programas presupuestarios en coordinación con los centros de responsabilidad y otras  Areas Adm., con excepción del programa 942 y 943 que lo ejecuta la Unidad Ejecutora del Proyecto.

				Fuente: Datos suministrados por los Centros Gestores.
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_1451796188.xls
Hoja1

		PODER JUDICIAL

		Nombre del programa                                 (centro de gestión productiva)		Apropiación actual                  (a)		Gasto devengado      (b)		Porcentaje de ejecución               (b/a)

		926 Dirección Adm. y Otros Organismos de Apoyo a la Jurisdicción		65,892,451,256.07		61,450,134,998.34		93.26%

		927 Servicio Jurisdiccional		108,805,487,000.00		107,952,344,759.01		99.22%

		928 Organismo de Investigación Judicial		67,858,257,000.00		64,791,483,020.23		95.48%

		929 Ministerio Público		38,671,556,000.00		37,637,480,475.67		97.33%

		930 Defensa Pública		25,165,978,000.00		24,944,303,173.26		99.12%

		932 Servicio Justicia Tránsito		5,833,710,000.00		5,696,343,067.08		97.65%

		942 Fondo Prestámo CORTE-BID (Aporte Local)		75,863,000.00		43,985,995.27		57.98%

		950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos		6,683,800,000.00		6,453,852,519.27		96.56%

		Subtotal		318,987,102,256.07		308,969,928,008.13		96.86%

		Otros recursos(Externos)

		943 Contrato de PréstamoCorte-BID II Etapa (*)		531,299,780.38		531,299,780.38		100.00%

		Total  Recurso Externo		531,299,780.38		531,299,780.38		100.00%

		TOTAL		319,518,402,036.45		309,501,227,788.51		96.86%

		Fuente: Liquidaciones Presupuestarias conciliadas con el Módulo de Poderes del Ministerio de Hacienda

		(*) Debido a la desincorporación de recursos por el cierre del Programa 943, al final del período 2013 los montos ejecutados son iguales al presupuesto actual, por lo que la ejecución según la liquidación es de un 100%.
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